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y actos de protesta mapuche por
el crimen de Matías Catrileo.
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epicentros de masivas actividades en
homenaje al joven estudiante.

director
Pedro Cayuqueo Millaqueo
subdirector
Wladimir Painemal Morales
editora
Jaqueline Caniguan Caniguan
periodistas
Adrian Moyano, Hernán Scandizzo, Manuel
Lonkopan, Mauricio Montiel, Mauricio
Buendia, Arnaldo Pérez-Guerra y Mario
Casasús.
diseño gráfico
Josseline Fuentes / Fabrica
fotografía
Pablo Díaz, Alejandra Bartoliche y Vera
Bolkovic
representante legal
Pedro Cayuqueo Millaqueo
ventas de publicidad
azkintuwe@yahoo.es

AZDOMINGO es un suplemento semanal
del Periódico Azkintuwe. Todos los derechos
reservados.

www.azkintuwe.org

AZ
D O M I N G O

Una bala policial acabó con la vida de
Matías Catrileo, joven mapuche que el
pasado 3 de enero participaba de una
recuperación territorial en Vilcún. Se
trata del episodio más grave ocurrido
en Wallmapu desde el asesinato, en
2002, de Alex Lemún Saavedra.
Mientras el Pueblo Mapuche llora un
nuevo martir, el gobierno no duda en
incrementar la militarización.

Gobierno
criminal
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a ocupación del Fundo Santa
Margarita que desembocó en
el crimen de Catrileo buscaba
visibilizar la situación de los

presos políticos mapuche, recluidos en
la cárcel de Angol y que cumplen más
de dos meses en huelga de hambre. En
su mayoría, se trata de dirigentes de la
Coordinadora Arauco-Malleco (CAM),
acusados de delitos terroristas por el
gobierno y cuyas condenas adolecen de
graves irregularidades.
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ntentábamos hacer una recuperación pacífica”, explicaba
la voz entrecortada del vocero mapuche a radio Bio-
Bio. Mientras, huía junto a sus compañeros del Fundo
Santa Margarita cargando el cuerpo inerte de uno de
ellos. “Ingresamos al fundo e inmediatamente

Carabineros comenzó a disparar con sus subametralladoras... en
eso nosotros comenzamos la retirada y una de las balas alcanzó
al hermano Matías”, agregó Rodrigo, nombre con el cual se
identificó el joven que la mañana del pasado 3 de enero informó
que un nuevo weichafe (guerrero) había caído en Chile víctima
de la violencia policial y la ceguera de las autoridades. Se trataba
de Matías Valentín Catrileo Quezada, alumno de la carrera de
agronomía de la Universidad de La Frontera de Temuko y activo
militante de la Coordinadora Arauco-Malleco (CAM).

Cerca de las seis de la mañana de aquel fatídico día, Catrileo
junto a una treintena de comuneros del sector Yeupeko, comuna
de Vilcún, ingresó al fundo Santa Margarita, propiedad de Jorge
Luchsinger, con la intensión de efectuar una recuperación territorial.
Según la versión policial, el grupo atacó con disparos de escopetas
a dos carabineros que los sorprendieron en plena acción, la que
habría sido repelida con sus armas de servicio en un acto que el
alto mando regional de la institución no dudó en definir a priori
como “legítima defensa”. Sin embargo, esto sería desmentido por
los comuneros. Según relató Rodrigo a radio Bio Bio, un piquete
de Fuerzas Especiales apostado de manera permanente en el lugar
los repelió a balazos sin mediar provocación. En ningún caso,
subrayó, se habría registrado un enfrentamiento armado. “Queremos
que la comunidad sepa que el hemano fue asesinado por la espalda
por Carabineros de Chile”, subrayó.

Investigaciones posteriores respaldarían la versión mapuche.
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Mientras participaba de una recuperación
territorial, el estudiante Matias Catrileo Quezada
fue baleado por la espalda por carabineros.
Desangrado murió en las inmediaciones del Fundo
Santa Margarita de Vilcún. Su muerte no solo
enlutó a todo un pueblo, también dejó al
descubierto la impunidad del actuar policial en
las zonas de conflicto. Reporteamos lo acontecido
con el estudiante.

“I
asesinatopolicial

Las únicas balas disparadas aquella mañana, seis en total,
provinieron de armas policiales. Una de ellas, percutada por la
subametralladora UZI del Cabo 2º de Carabineros, Walter Ramírez
Espinoza, ingresó por la espalda, perforó el pulmón izquierdo
y salió por el abdomen del universitario, consignaría un informe
de la Brigada de Homicidios de Investigaciones. Se estableció
además que Catrileo cayó mortalmente herido al interior del
fundo, si bien su cuerpo fue entregado a unos cinco kilómetros
del lugar, en las cercanías de la Escuela La Roca. Hasta allí fue
trasladado por sus compañeros en una improvisada camilla,
confeccionada con dos palos y un saco, mientras un grueso
contingente policial los perseguía a corta distancia por tierra y
aire. Los mapuches se negaban a entregar el cuerpo y solicitaban
la mediación de la Iglesia Católica. “Carabineros no nos da



innecesaria con resultado de muerte” sería la figura de la acusación
abierta contra el funcionario, las críticas en torno a su designación
han recrudecido en la zona sur. Más aun al tratarse,
paradójicamente, del mismo fiscal que investigó sin resultado
el crimen de Lemún. “En base a todos estos antecedentes, y
considerando que un proceso llevado por la fiscalia militar no
es garantía de transparencia, ya que este organismo es un resabio
de la dictadura militar, solicito se nombre un Ministro en Visita,
que en conjunto con la buena voluntad de la Iglesia Católica den
garantía de un debido proceso, que logre dar cuenta de lo ocurrido
y que los responsables de la muerte de nuestro peñi, no queden
en la impunidad”, fue la petición realizada a la justicia por el
alcalde de Tirúa y dirigente mapuche-lafkenche, Adolfo Millabur.
“Los problemas no se resuelven a través de la represión, ni
militarización de nuestro territorio, menos asesinando a nuestra
gente”, agregó.

Aucán Huilcamán, werken del Consejo de Todas las Tierras,
también cuestionó el nombramiento de un fiscal e hizo un llamado
al gobierno a no entorpecer el proceso judicial abierto tras la
“ejecución” de Catrileo. “Condenamos la acción de Carabineros
de Chile. Este acto por sus características constituye una ejecución
extrajudicial, por lo mismo, exigimos una decisión ejemplar de
las instituciones del Estado de Chile, que no se repita lo sucedido
con Alex Lemun ejecutado en similares situaciones, en donde
las instituciones policiales, administrativas, el gobierno y el

sistema judicial ha torpedeado su esclarecimiento evadiendo
toda sanción relativo a la justicia”, señaló el dirigente. Más
directo fue el senador Alejandro Navarro (PS), quien indicó que
el fiscal militar debía “inhabilitarse, pues la aplicación de la
justicia militar en casos en que se encuentren envueltos civiles
viola el derecho al debido proceso... La participación del fiscal
militar como siempre asegura la impunidad de los militares”. El
parlamentario agregó que “queremos que los tribunales militares
sean objetivos en el análisis de los hechos. La muerte de Alex
Lemún, de Juan Collihuín, de Alberto Coliñir, ahora de Matías
Catrileo y el secuestro de Daniela Ñancupil no han tenido
investigación alguna de parte de la justicia militar. No queremos
pensar que con esto se está tratando de asegurar la impunidad
de nadie”. Navarro destacó que “ya vamos 3 a 0, tres mapuche
muertos y 0 winkas abatidos. Y a pesar de eso, se les aplica a
los mapuche la Ley Antiterrorista”.

garantía para mantener el cuerpo intacto, tenemos temor a que
se manipule la evidencia”, indicó el vocero a Radio Bio-Bio.
Tras diez horas de negociación y pese a la negativa inicial de
las autoridades regionales a permitir la intervención de la iglesia,
una comitiva encabezada por el obispo de la Araucanía, monseñor
Sixto Parzinger, posibilitó que cerca de las 17:00, el cadáver
fuera finalmente levantado por personal del Servicio Médico
Legal y trasladado hasta Temuco para los exámenes tanatológicos
de rigor. “Se logró entregar el cuerpo y de eso me alegro. Los
comuneros han sido bien respetuosos y directos”, declararía
Parzinger al cierre de la jornada. “Es algo tremendo, muy grave
lo que ha sucedido, debe ser aclarado y no puede pasar más”,
agregaría visiblemente afectado.

Gatillo fácil

Matias Catrileo no es e el primer joven mapuche asesinado
por la policía chilena. Su caso se suma al crimen del comunero
Edmundo Alex Lemún Saavedra (17 años), registrado el 7 de
noviembre de 2002 al interior del fundo Santa Elisa, perteneciente
a la empresa Forestal Mininco, del poderoso e influyente grupo
Matte. Lemún fue herido por un balín metálico disparado con
una escopeta antidisturbios por el entonces mayor de Angol,
Marco Aurelio Treuer, en un confuso incidente entre una patrulla
de Carabineros y un grupo de comuneros que protagonizaba

una ocupación de terrenos. Tras permanecer por cinco días
internado en la Unidad de Tratamientos Intensivos (UTI) de la
Clínica Alemana de Temuco, sometido a ventilación mecánica
y tratamiento específico de traumatismo cerebral grave, Lemún
falleció en el mismo centro asistencial durante la mañana del
13 de noviembre. Dicho crimen fue investigado por la Justicia
Militar y tras años de tramitación, finalmente el oficial responsable
del disparo fatal fue absuelto de cargos por la Corte Marcial y
reintegrado a las filas policiales.

Esto explica el rechazo que generó en familiares y
organizaciones mapuches la designación del teniente coronel
José Pinto Aparicio como encargado de investigar los hechos
y determinar las responsabilidades en el crimen de Matías
Catrileo. Y si bien el fiscal militar ya ordenó la detención del
cabo segundo Walter Ramírez y adelantó que “violencia
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interior del Pueblo Mapuche. “Nos aflige el inmenso dolor de ver
partir de una manera tan prematura a nuestro querido hijo, sobrino,
nieto y hermano, a nuestro querido Matías Catrileo Quezada. Este
dolor se acrecienta en cada instante, producto del tratamiento
falaz con que algunas autoridades gubernamentales y carabineros
se refieren a lo hechos y a la persona de nuestro querido Matías”,
señaló evidentemente afectada.

“Como gente de bien, no hemos criado a un delincuente, nos
hemos esforzado tal como nuestros padres con nosotros, para que
nuestros hijos acojan valores tales como la solidaridad, el respeto
por las demás personas, la justicia social y la tolerancia”, agregó.
Respecto de las responsabilidades en el crimen de su hijo, Mónica
Quezada no tuvo dudas en apuntar hacia Carabineros. “Los
familiares de Matías tenemos la convicción de que el disparo
criminal proviene desde el arma de carabineros. No podemos
hacer más que calificar dicha acción como un acto ruin y cobarde.
Ruin porque se hizo un uso desproporcionado de la fuerza contra
un grupo de jóvenes mapuche, armados apenas con la fuerza de
sus ideales. Nosotros y muchísimos más, sabemos cómo se
denomina a aquellos que atacan por la espalda”, indicó. Finalizó
su intervención asegurando que no descansará hasta que se haga
justicia con su hijo, invitando a organizaciones mapuches y no
mapuches a colaborar con este esfuerzo para terminar con la
impunidad. “No queremos más impunidad, no queremos más
hijos muertos por una causa cuya legiti-midad ha sido reconocida”,
subrayó.

No estuvo sola con su tristeza. Miles de mapuches y
simpatizantes de la causa llegaron hasta el recinto universitario
para rendir homenaje al joven mapuche los dos días que se
prolongó su velatorio. Hasta allí llegó también Sonia Saavedra,
madre de Alex Lemún. “Vengo a acompañarla a ella, porque uno
como madre siente todo, el dolor que tiene”, afirmó la mujer. La
madre de Lemún aprovechó la oportunidad para realizar un fuerte
llamado a las autoridades: “Le digo al gobierno, a la presidenta
Bachelet que se ponga la mano en el corazón, porque ella como

n Collihuín, de Alberto Coliñir, ahora de Matías Catrileo y el
secuestro de Daniela Ñancupil no han tenido investigación
alguna de parte de la justicia militar. No queremos pensar que
con esto se está tratando de asegurar la impunidad de nadie”.
Navarro destacó que “ya vamos 3 a 0, tres mapuche muertos y
0 winkas abatidos. Y a pesar de eso, se les aplica a los mapuche
la Ley Antiterrorista”.

En Santiago también se elevaron voces
críticas. Las Agrupaciones de Familiares de
Detenidos Desaparecidos (AFDD) y de ex
Presos Políticos, junto a la Secretaría de
Derechos Humanos del Partido Socialista,
presentaron una carta al presidente de la Corte
Suprema, Enrique Tapia, solicitando también
que sea la justicia civil la que instruya el caso
de la muerte del joven. En concreto,
demandaron que el máximo tribunal oficie al
Ministerio Público para que asuma la
competencia en estos hechos, ya que a juicio
de las organizaciones, la justicia militar
carecería de imparcialidad por tratarse de una
investigación que involucra a personal
uniformado. Dicha petición sería rechazada
por la Corte Suprema días más tarde. Gustavo
Quilaqueo, presidente del Partido Mapuche
Wallmapuwen, subrayó por su parte en
Temuko las responsabilidades políticas tras
el asesinato. “Consideramos como partido que
este asesinato no solo es resultado de la
brutalidad policial, tan característica en nuestro
territorio. Se enmarca dentro de una política
de criminalización de las demandas históricas
del Pueblo Mapuche implementada por la
Concertación de gobierno, que busca desvirtuar
el trasfondo político de nuestra lucha
reivindicativa, reduciéndola a un problema de orden público
cuyo abordaje queda en manos de las policías, con los resultados
que ya conocemos”, señaló el timonel.

Una opinión similar manifestó la presidenta de la AFDD,
Lorena Pizarro, para quien las autoridades tanto del Gobierno
como policiales debían hacerse responsables del hecho, que
calificó como una manifestación de “terrorismo de Estado”. En
ese sentido, la organización de derechos humanos se sumó a la
petición de la organización Meli Witran Mapu, que en La Moneda
exigió la renuncia de las autoridades de la cartera de Interior.
“No sólo el ministro del Interior debe presentar su renuncia-
señaló al respecto Pizarro- sino que también el general director
de Carabineros y el subsecretario del Interior Felipe Harboe, ya
que aquí se deben buscar las responsabilidades políticas ante
este nuevo crimen en el marco de una implementación de
terrorismo de Estado”, enfatizó Pizarro.

¡No más impunidad!

Este fue el llamado que la madre del joven asesinado realizó
en su único contacto con la prensa. Pasado el mediodía del
viernes 7, Mónica Quezada dirigió unas dolidas palabras a los
medios de comunicación y a la opinión pública en una conferencia
de prensa realizada al interior del Hogar Pelontuwe. Sentada en
la misma habitación donde se velaban los restos de su hijo, la
madre leyó un comunicado en el que expresaba el dolor de su
familia y el amargo sentimiento que implicaba su partida al
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madre debe sentir lo mismo que sentimos nosotros. Estoy
dolida por lo que está pasando”. Al lugar del velatorio llegó
también el decano de la Facultad de Ciencias Agropecuarias
y Forestales de la Universidad de La Frontera y profesor de
Matías, Aliro Contreras. El profesor recordó al joven como
“un estudiante muy comprometido con sus ideales y solidario”.
En el lugar, se acercó a los familiares de Matías Catrileo a
expresar las condolencias oficiales de la Casa de Estudios
en la que el joven se instruyó durante dos años y destacó como
un buen alumno. El decano también acompañaría a los
familiares al día siguiente, cuando cerca de dos mil personas
despidió a Matías en el Cementerio Parque del Sendero de
la capital regional, lugar donde un ferreo círculo de seguridad
a cargo de jóvenes de la Coordinadora Arauco-Malleco (CAM)
impidió el acceso de la prensa, a objeto de resguardar el
caracter tradicional y privado de la ceremonia.

“Reivindicamos a Matias Catrileo Quezada como un digno
weichafe de la causa mapuche, quien junto a Alex Lemún se
convierten en mártires gracias al accionar vil de Carabineros
de Chile en los gobiernos de la Concertación. Los culpables
operativos de este asesinato son las fuerzas represivas y sus
responsables políticos son Felipe Harboe, Belisario Velasco
y la Presidenta de Chile, Michelle Bachelet, quienes llevarán
también la responsabilidad histórica de asesinar un luchador
de la justa causa mapuche por la recuperación de sus derechos",
señaló al terminó de la ceremonia Oscar Ancatripay, vocero
de la CAM, organización en la cual militaba Catrileo desde
hacía dos años. “Emplazamos a estas autoridades chilenas a
hacer justicia frente al hecho y a no dejar impune la muerte
de Matias Catrileo como hasta ahora ha sido el asesinato de
Alex Lemun. Si esto no ocurre, nuestro pueblo mapuche
asumirá la responsabilidad moral y política de hacer justicia”,
advirtió el vocero mapuche, no sin antes hacer un llamado a las
comunidades a seguir resistiendo “las inversiones capitalistas”.

A su salida del cementerio, brevemente, la madre del joven
agradeció la masiva participación de todos, señalando que la
ceremonia “estuvo cargada de amor y cariño de parte de todos
los asistentes”. Entre estos destacó Luisa Toledo, madre de los
hermanos Vergara, militantes del MIR que fueron asesinados por
Carabineros en 1985. “Estoy aquí porque no podia dejar de venir
al funeral de un muchacho de grandes valores al cual quitaron
su vida en forma cobarde”, indicó. “El señor Vidal dice que
debemos hacer protestas pacíficas, pero eso es mentira señor
Vidal, nos acallan, nos apalean gratuitamente”, subrayó Luisa
Toledo. Fernando Lira, vicepresidente nacional del Partido
Humanista, hizo un llamado a respetar la forma de vida del pueblo
mapuche y alertó sobre la necesidad del diálogo político.

“El Pueblo Mapuche en estos momentos se está rebelando y
quien no quiera escucharlo vamos a encontrarnos prontamente
con una situación que puede ser algo imparable en la zona sur”,
subrayó Lira. Lautaro Carmona, presidente del Partido Comunista,
también manifestó su solidaridad con la familia de Matias Catrileo.
Para Carmona, el enfrentamiento que costó la vida al joven
mapuche habría impactado fuertemente a nivel nacional e
internacional, debido al grado de violencia mostrado por
Carabineros. “Frente a ese hecho no cabe ninguna duda que lo
que cabe es un impacto muy fuerte, porque cualquiera sea la
forma en que esta comunidad se estuviera actuando en la zona,
Carabineros tiene el entrenamiento profesional para persuadir e
incluso prevenir una situación mayor con otro tipo de
procedimiento que no sea disparar a mansalva, lo que tenía un
riesgo altísimo de concluir en un asesinato”, indicó el timonel
comunista.
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Santa Margarita

Desde el retorno de la democracia, el fundo Santa Margarita
(238 hectáreas) ha sido reivindicado insistentemente por
comunidades mapuches del sector, quienes reclaman sobre
este derechos ancestrales. El año 1999, la organización Ayjarewe
Wenteche de Truf Truf protagonizó la primera ocupación
permanente del predio. Decenas de familias cruzaron la cerca,

Sixto Parzinger, el obispo que actuó
como mediador en la entrega del cuerpo,
dice estar convencido que solo un cambio

en la actitud del gobierno permitirá
descomprimir la tensión. “Es tan sencillo
como tomar más en cuenta los reclamos
del pueblo mapuche. Ellos se inquietan
con tanta promesa que no se cumple, por
lo que aumenta la tensión. ¿Y qué ocurre
después? Se criminaliza y se polariza el

conflicto”, indicó el religioso.



prendieron fogatas e instalaron ramadas decididos a quedarse.
No solo ocuparon el fundo de Luchsinger. También el fundo
Santa Ana, propiedad de Gastón Escala. Pocos días duró la
recuperación. Una orden de desalojo y cerca de 100 efectivos
policiales fuertemente armados persuadió a los dirigentes de
salir pacíficamente del predio. Prometieron volver. Ya a partir
del año 2001, la reclamación paso de los dichos a los hechos,
registrándose numerosas acciones directas contra instalaciones
del predio, las que a su vez desembocaron en la instalación de
un cuertel policial permanente en su interior, con efectivos de
Fuerzas Especiales rondando la propiedad dia y noche. Si bien
Jorge Luchsinger ha declarado no entender la “insólita
animadversión” de los mapuches contra su persona - “los
terroristas me han elegido como un símbolo, eso es todo”, declaró
al ser entrevistado para el documental El Despojo- el senador
Alejandro Navarro considera que el empresario solo estaría
cosechado de parte de los mapuches toda aquella “odiosidad
que sembró por años”. Asi lo señaló el parlamentario socialista
el pasado lunes 7 de enero, al apoyar una querella por “discurso
odioso” contra el agricultor que fue presentada por un grupo de
concejales mapuches en la Corte de Apelaciones de Temuko. El
concepto de “discurso odioso” esta tipificado en la Ley de Prensa
“contra toda persona que mediante sus dichos con publicidad
fomente la hostilidad hacia cualquier etnia, raza o religión”.

“Los dichos en cuestión los formuló Luchsinger en la revista
Qué Pasa el año 2005, cuando manifestó que los mapuches eran
‘desleales y abusadores, miserables, depredadores y sin capacidad
intelectual’, replicándolo en un diario de circulación nacional
tras el crimen en su propiedad del joven Matías Catrileo”, detalló
el abogado mapuche Richard Caifal, patrocinador de la acción
legal y miembro de la Alianza Territorial Wenteche. Y es que
si bien Jorge Luchsinger lamentó lo sucedido al interior del
fundo, acto seguido no dudó en emplazar a la presidenta Bachelet
a actuar con “mayor decisión frente a los terroristas”, según
declaró a El Austral de Temuco, satelite regional de la cadena
El Mercurio. “Tenemos que tener garantías para poder trabajar
en paz y tranquilos”, argumentó friamente.

Garrote policial

El llamado a la “mano dura” realizado por Luchsinger, cuando
aun los restos del joven mapuche eran velados en Temuko, sería
escuchado y atendido con prontitud por las autoridades en La
Moneda. Así lo corroboró un equipo del Observatorio de Derechos
de Pueblos Indígenas, quienes junto al parroco de Quepe, Padre
Fernando Díaz, visitaron las comunidades aledañas al fundo del
empresario al día siguiente del asesinato de Catrileo. En su
reporte los observadores documentaron una serie de denuncias
de comuneros que fueron violentamente allanados en sus
viviendas por Carabineros, sin orden judicial, mediante tratos
abusivos y degradantes. Los comuneros denunciaron destrozos
en sus viviendas y sembrados, así como la sustracción de bienes
que les pertenecen por parte de los agentes policiales. “Los
allanamientos fueron realizados por fuertes contingentes policiales
de hasta un centenar de efectivos, los que se desplazaban en
buses, tanquetas y helicópteros, con una violencia y desproporción
manifiestas. En los operativos carabineros uso epítetos racistas,
tales como “entreguen a los indios delincuentes”, y otros”,
consigna el reporte del organismo. Un caso documentado fue
el de don Héctor Canio Quidel, de la Comunidad Mariano
Lleuful. “Don Héctor Canio Quidel denuncia que su morada
fue allanada por un fuerte contingente policial en cuatro
oportunidades ese día, desde las 9 am hasta las 8 pm. En ninguna
de esas oportunidades carabineros mostró orden escrita alguna
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Sus abuelos arribaron a Wallmapu como
colonos desde Suiza, a fines del siglo XIX y
a poco de finalizar la guerra de ocupación.
Un pérfil del propietario del Fundo Santa

Margarita, el mismo que declaró: "el mapuche
es un depredador, no tiene capacidad

intelectual, no tiene voluntad, no tiene nada".

El Fundo Santa Margarita se encuentra ubicado en la
comuna de Vilcún, a unos 600 kilómetros al sur de Santiago
y es propiedad del agricultor de origen suizo y reconocido
pinochetista, Jorge Luchsinger. La familia Luchsinger arribó
a Chile desde Suiza el año 1883, en el marco de las políticas
de colonización del territorio mapuche impulsadas por el
entonces gobierno del presidente Domingo Santa María. Al
entonces pater familia, Adán Luchsinger - abuelo del actual
empresario - el Estado chileno le entregó “62 hectáreas, una
yunta de bueyes, una vaca parida, semillas y madera” para
comenzar a trabajar, según la norma establecida por la Oficina
de Colonización. Al igual que miles de otros colonos, los
Luchsinger fueron “enganchados” en Europa por la Agencia
de Colonización, embarcados en algún puerto y
desembarcados en Talcahuano, puerta de entrada del territorio
recien ocupado por el ejército chileno.

Según el estudio “La reforma agraria y las tierras
mapuches”, de Martín Correa, Raul Molina y Nancy Yañez,
uno de los antecedentes del origen del latifun-dio en La
Araucanía, obedeció a esta política de “conseciones” a
colonos, impulsada por el Estado chileno a partir de la segunda
mitad del siglo XIX, y a través de la cual se asignaban vastos
espacios territoriales - de histórica ocupación mapuche - a
empresas colonizadoras, ya fueran estatales o privadas. En
la región, se establecieron entonces las conseciones de
colonización Nueva Italia, Llaima, Lanin, Budi, Queule y Nueva
Etruria. Y si bien la entrega de tierras no superaba las 62
hectáreas por familia, el total de las conseciones abarcó en
aquellos años una superficie total de 203.063 hectáreas.

El racista Luchsinger
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para realizar el allanamiento. El actuar de carabineros fue brutal,
ya que ingresaron a la vivienda derribando puertas, quebrando
vidrios, dando vuelta todos los objetos, incluyendo una cama
en que se encontraba durmiendo un niño de de 1 año de edad.
En la ocasión golpearon a su mujer Ines Tralcal Llanquinao,
derribándola de un puntapié. Lo mismo sucedió a su madre, la
anciana Francisca Quidel Painemil”, detalla el reporte. Doña
Adela Marilaf y don Arturo Tralcal denunciaron que un grupo
aproximado de 80 efectivos entró en su propiedad a las 9 am.
del mismo día, abriendo la puerta de su morada con violencia,
registrando la misma y realizando destrozos en su interior. La
situación mas grave fue la vivida por sus padres don Mario
Tralcal, y Josefina Quidel, ancianos de cerca de 70 años de
edad, cuya vivienda aledaña fue allanada violentamente por
carabineros, rompiendo cercos, siendo forzados con metralletas,
empujados, y violentados con epítetos racistas. Descata el reporte
que la Sra. Josefina Quidel padece de cáncer, “habiendo sido
operada hace un par de meses, cuestión que fue señalada a
carabineros, sin que ello alterara en nada el proceder de los
funcionarios policiales. En la vivienda se encontraba el nieto
de ellos Fabian Tralcal, de doce años de edad, quien recibió una
bofetada de carabineros en la cara. Esta última vivienda fue
allanada en cuatro oportunidades durante ese día. Carabineros
se llevó mochilas, bolsos y un cuchillo de casa, a pesar de los
ruegos de los ancianos de que no lo hicieran”.

Otros operativos se registraron en la Comunidad Juan de
Dios Quidel Cordoba. allí, don José Tralcal Coche informa que
su vivienda fue allanada también por Carabineros, sin orden
alguna, a las 9 am de ese día. “Su mujer María Lleuful fue
tomada con violencia por el brazo, recibiendo culatazos de fusil
por la espalda. Carabineros entró a la morada, en que dormían
aún sus cuatro hijos, de 18 a 5 años de edad, y procedió a
registrarla votando objetos sin respeto alguno. Los niños fueron
tratados brutalmente, obligándoles a identificarse. Carabineros
destrozó los cercos del campo, ingresando al lugar con tanquetas,
destrozando los sembrados de subsistencia que tienen en ellos.
Luego regresaron en cuatro oportunidades hasta las 8 pm”,
informó el Observatorio. La institución de derechos humanos
con asiento en Temuko condenó enérgicamente estos hechos
que calificó como “delictivos e inmorales”. También adelantó
que a petición de las comunidades interpondrá las acciones
judiciales a objeto de garantizar la seguridad de las familias
mapuche afectadas, evitar que estos hechos vuelvan a ocurrir,
obtener la sanción de los responsables y obtener la restitución
de los bienes sustraídos a las familias. El Observatorio hizo un
llamado a las autoridades de gobierno a objeto de que ponga
término a este tipo de actuaciones carentes de toda legalidad y
violatorias de derechos humanos básicos, que resultan
inaceptables en un estado democrático de derecho”. Finalmente
hace un llamado a la prensa a informar de estos hechos, de modo
de que la opinión pública puede tener una visión más amplia y
objetiva de lo que ocurre en Wallmapu.

Sixto Parzinger, el obispo que actuó como mediador en la
entrega del cuerpo, dice estar convencido que solo un cambio
en la actitud del gobierno permitirá descomprimir el actual
escenario de confrontación. “Es tan sencillo como tomar más
en cuenta los reclamos del pueblo mapuche. Ellos se inquietan
con tanta promesa que no se cumple por parte de las autoridades,
por lo que aumenta la tensión. ¿Y qué ocurre después? Se
criminaliza y se polariza el conflicto. Por eso, es necesario que
el Gobierno actúe con un nuevo trato, con más diálogo y
entendimiento. Ellos dicen hacerlo, pero en los hechos no se
ve”, indicó el religioso / AZ

"La familia Luchsinger Ruff desciende de Adan Luchsinger
Marti, nacido en Engi, cantón Glarus, Suiza, el 22 de noviembre
de 1868 y fallecido el 9 de febrero de 1936, quien se casó en
Chile con Margaretha Ruff Studer. Los Luchsinger llegaron
a Chile desde Suiza en el año 1883, asentándose en
Quechereguas, donde recibieron una concesión territorial
por parte del fisco chileno, correspondiente a 60 hectareas,
una yunta de bueyes, una vaca parida, semillas, madera, entre
otros bienes, y donde nacieron la totalidad de los hijos, los
que luego darán origen a la "Comunidad Luchsinger". Luego
la familia comienza a ampliar sus propiedades y se compran
otras 60 hectareas al colono aleman Quappe en el año 1906
en el sector de Vilcun, y desde ahí, a partir del año 1909 van
comprando todas las propiedades colindantes y vecinas,
haciendo un gran paño territorial, paño del cual el predio
Santa Margarita forma parte", precisa Martin Correa en su
estudio "El Fundo Santa Margarita, su origen e historia".

Décadas más tarde, el predio pasaría a manos de Conrado
Luchsinger, padre del agricultor, quién expandiría los dominios
de la familia hasta alcanzar las mil hectáreas hacia la década
de los 60', de las cuales una tercera parte quedarían finalmente
en manos de su hijo Jorge, tras ser repartido el fundo original
entre los miembros de la familia. Hoy, el Fundo Santa Margarita
comprende 238 hectáreas y se encuentra no solo rodeado de
comunidades. Tambien de un fuerte resguardo policial que
comprende habitantes, dependencias, instalaciones y
maquinarias. Todo ello desde el año 2001 y las 24 horas del
día, guardia privada financiada con los impuestos de todos
los chilenos. "El predio está inserto - subraya Correa- en un
espacio territorial mapuche y las comunidades que fueron
tambien radicadas por Titulo de Merced fueron reducidas en
sus espacios de ocupación ancestral en beneficio de los
colonos, en actos de disposición que realizó el Estado chileno
en desmedro de las familias mapuches y sin la voluntad de
las mismas (...) Aquí se encuentra el origen de una serie de
conflictos de larga data y que se han mantenido en el tiempo,
que la familia ha tenido con las comunidades vecinas".

Destaca en el perfil de este agricultor su marcado racismo
hacia los mapuches. Tras un confuso atentado ocurrido el 9
de junio de 2005 contra su propiedad, el agricultor se mostró
tal cual en una extensa entrevista concedida a la derechista
revista Qué Pasa. En ella, Luchsinger deja en claro que los
mapuches para él no representaban otra cosa que una raza
inferior, depredadora de la naturaleza e intrínsecamente
perversa. “No es posible que les entreguen tierras... va a ser
una miseria absoluta, porque ellos no trabajan. No se va a
resolver el problema, no van a dejar de ser miserables. ¿Usted
ha visto cómo están los campos que les ha comprado el
Estado? ¡No queda nada, ni un árbol parado, no producen
nada!... El indio no ha trabajado nunca. El mapuche es un
depredador, no tiene capacidad intelectual, no tiene voluntad...
El mapuche es ladino, es torcido, desleal y abusador”, afirmaría
sin escrúpulos.

Por aquellos días de furia, sonó fuerte en Temuko su
postulación al Parlamento. Eso al menos consignó la prensa
regional, que destacó la idea de la Unión Demócrata
Independiente (UDI, derecha pinochetista chilena) de postular
al empresario agrícola como diputado por el distrito 50, de
Temuko y Padre Las Casas. Si bien el mismo descartó su
ingreso a la contienda electoral, fuentes de la colectividad lo
mencionaron majaderamente como uno de sus posibles
postulantes. Su compañero en esta aventura sería ni más ni
menos que Alan Cooper, uno de los responsables del secuestro
y posterior asesinato del Comandante en Jefe del Ejército,
Rene Schneider, ocurrido en octubre del año 1970 y antesala
del golpe de estado que puso a Pinochet en el poder / AZ


